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La reforma fiscal acometida en 2014 ha introducido un nuevo impuesto de salida en el 
ordenamiento español. En efecto, el artículo 95 bis LIRPF, en vigor desde el 1 de enero 
de 2015, resulta aplicable a determinados supuestos de'traslado de residencia fiscal de 
titulares de participaciones significativas. Este trabajo examina los distintos escenarios 
gravados por el exit tax, a fin de concluir su adecuación o no a la luz de la jurisprudencia 
europea en la materia. 
Asimismo, desde la óptica del Derecho Internacional Tributario, se analiza si el artículo 95 
bis LIRPF podría constituir un supuesto de treaty override y se ofrecen soluciones en aras 
a evitar la doble imposición interna y/o internacional que eventualmente pueda producirse. 
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1. LA IMPOSICIÓN DE SALIDA: CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
Los denominados exit taxes han cobrado en los últimos años una notable relevancia, 
como consecuencia de la jurisprudencia europea (1) que ha perfilado y limitado su exac-
ción por parte de los Estados miembros. La imposición de salida, como es sabido, englo-
ba todos aquellos gravámenes susceptibles de ser aplicados por un Estado cuando se 
abandona la residencia (y se renuncia a la nacionalidad, como en Estados Unidos (2) -en 
adelante, EEUU-) en su territorio. Lógicamente, en los casos en los que una persona fí-
sica o jurídica se traslada de una jurisdicción a otra, el Estado de la antigua residencia 
puede ver mermados sus ingresos tributarios, lo que explica que sean numerosas las le-
gislaciones nacionales en las que se han establecido estos gravámenes, como medida de 
protección de sus fuentes de ingresos. 
La imposición a la emigración presenta, no obstante, una variada tipología (3). A los 
efectos de este trabajo, nos centraremos tanto en los impuestos de salida en sentido es-
tricto, como en los denominados trailing taxes. Los primeros se aplican sobre las plusva-
lías latentes cuando se abandona la residencia (one-time leuies). Se trata de una imposi-
ción inmediata, como consecuencia del traslado de residencia a otro Estado, de rentas ya 
devengadas pero pendientes de imputar (4). 
Dentro de esta categoría cabe diferenciar entre impuestos de salida generales (gene-
ral exit taxes) e impuestos de salida limitados (limited exit taxes). Los general exit taxes 
recaen sobre las plusvalías devengadas, pero todavía no obtenidas, derivadas de todo ti-
po de bienes, incluso en aquellos supuestos de titularidad privada de los mismos, sin 
que éstos formen parte de un negocio o actividad empresarial; mientras que los impues-
tos de salida limitados recaen únicamente sobre los incrementos derivados de determi-
nados tipos de bienes. Como regla general, los limited exit taxes se aplican por parte de 
aquellos Estados que sólo someten a tributación las ganancias patrimoniales resultan-
tes de ciertos bienes; en contraste con los general exit taxes, que suelen exaccionarse por 
los países que cuentan con un impuesto omnicomprensivo sobre los incrementos de pa-
trimonio realizados. 
Los trailing taxes (literalmente, «impuestos perseguidores» o «que van detrás» (5)) ha-
cen referencia a los impuestos cuya finalidad es gravar la renta futura y, a diferencia de 
los exit taxes, se aplican exclusivamente después del cambio de residencia del contribu-
yente. Nótese, además, que frente a la exacción única del exit tax en el momento de 
abandonar la residencia, los trailing taxes se conciben para ser aplicados en múltiples 
ocasiones futuras, bajo la ficción de considerar que, durante un cierto período de tiempo, 
(1) Véanse los siguientes pronunciamientos del Tribunal de Luxemburgo relativos a exit taxes 
sobre personas físicas: STJCE de 11-marzo-2004, Asunto C-9/02, de Lasteyrie; STJCE de 7-sep-
tiembre-2006, Asunto C-470/04, N; STJCE de 5-julio-2007, Asunto C-522/04, Commission u. Bel-
gium; STJCE de 12-julio-2012, Asunto C-269/09, Comisión Europea contra España. 
(2) CHAND, V.: «Exit charges for migrating individuals and companies: comparative and tax 
treaty analysis», en Bulletin for International Taxation, vol.67, no 4-5, 2013, p. 2. 
(3) Una pormenorizada clasificación de los impuestos a la emigración puede consultarse en: 
BETTEN, R.: Income tax aspects of emigration and immigration of individuals, IBFD Publications, 
Amsterdam, 1998, pp. 11-37. 
(4) Según WATTEL, «the common characteristics ofthese latencies is that they concern unreali-
zed (non consumable) income which should therefore not be taxed at a non-realization moment 
such as emigration, but only upon the sale ofthe assets». TERRA, B. J. M. y WATTEL, P.: European 
Tax Law, quinta edición, Wolters Kluwer, 2008, p. 392. 
(5) FALCÓN Y TELLA, R. y PULIDO GuERRA, E.: Derecho Fiscal Internacional, Marcial Pons, 2010, 
p. 375. 
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el emigrante continúa siendo residente del territorio en cuestión. Por otro lado, aparte 
de operarse una extensión del concepto de residencia, estas fórmulas conllevan un efec-
tivo gravamen cuando la renta se obtiene de manera cierta; el fundamento de los exit ta-
xes, en cambio, radica en el mero hecho del cambio de residencia. 
Los trailing taxes pueden aplicarse en un doble orden de situaciones, en función de 
que el ordenamiento jurídico estatal prevea el criterio de la «residencia extendida ilimi-
tada» (unlimited extended tax liability), o el de la «residencia extendida limitada» (limi-
ted extended tax liability). En el primer caso se produce la sujeción al impuesto por la 
renta mundial, durante los años inmediatamente siguientes al traslado de la residencia 
a un paraíso fiscal o a otra jurisdicción; en la segunda hipótesis el gravamen se exige en 
los mismos supuestos, si bien sólo sobre determinadas rentas de fuente extranjera. 
A la vista de los negativos efectos fiscales que para los Estados supone la emigración, 
con independencia de que el criterio de conexión fijado por éstos sea la residencia o la 
nacionalidad, no es de extrañar que los legisladores hayan reaccionado generalizada-
mente en orden al establecimiento de impuestos de salida, concebidos bien como medi-
das protectoras (protective measures), bien como instrumentos para prevenir la evasión 
fiscal (anti-avoidance measures). La calificación del impuesto de salida como medida de 
uno u otro tipo dependerá de sus características esenciales; en todo caso, si el Estado de 
la emigración posibilita al contribuyente la solicitud de un crédito contra el impuesto de 
salida como consecuencia del tributo satisfecho por el mismo objeto en el Estado de la 
inmigración, el impuesto de salida nunca podrá caract¡;lrizarse como medida de protec-
ción de la base imponible del primer Estado (6). 
En suma, la naturaleza y finalidad de los impuestos a la emigración los convierten en 
un instrumento de último recurso (last-chance measure), dirigido a preservar el ejercicio 
de la potestad tributaria de los Estados sobre fuentes de ingresos que, en caso contrario, 
pasarían a ser gravadas por el Estado de la inmigración como resultado del cambio de 
residencia del contribuyente. 
Sin embargo, los problemas generados por la exacción de estos gravámenes, bien 
desde la perspectiva de los contribuyentes europeos, que han de tributar por rentas 
aún no obtenidas, con el riesgo adicional de incurrir en una situación de doble imposi-
ción internacional, toda vez que el Estado de la emigración no tiene en cuenta la exis-
tencia o no en el nuevo Estado de residencia de medidas que graven dicha riqueza; bien 
desde la perspectiva de una posible violación del reparto de poder tributario en los pro-
pios tratados bilaterales, en los que el Estado de la emigración podría haber renuncia-
do a su soberanía fiscal sobre dichas rentas, a tenor de lo dispuesto en el artículo 13(5) 
del Convenio Modelo de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (7) (en 
adelante, CM OCDE), pueden traducirse en potenciales vulneraciones tanto del dere-
cho a la libertad de movimiento consagrado en el artículo 49 del Tratado de Funciona-
miento de la Unión Europea (en adelante, TFUE), como de las disposiciones pactadas 
entre los Estados contratantes mediante la suscripción de un acuerdo de doble imposi-
ción. Ello impone, sin lugar a dudas, un detenido examen sobre la admisibilidad o no de 
estas figuras desde la doble óptica del Derecho de la UE y del Derecho Internacional 
Tributario. 
(6) Éste es el caso de Países Bajos, Francia y Dinamarca. DEBROE, L.: «Hard times for emigra-
tion taxes in the EC», en: VV AA: A Tax Globalist. Essays in honour of Maarten J. Ellis, IBFD Pu-
blications, The Netherlands, 2005, p. 213. 
(7) Convenio Modelo de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (versión vi-
gente de 15 de julio de 2014) para evitar la doble imposición internacional y la evasión fiscal en 
materia de renta y patrimonio. 
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2. EL NUEVO EXIT TAX SOBRE GANANCIAS PATRIMONIALES POR 
CAMBIO DE RESIDENCIA 
2.1. El artículo 95.bis LIRPF: presupuestos generales de aplicación 
Los Estados miembros abordan fiscalmente el «problema» de la emigración de formas 
diversas; de ahí que a lo largo del tiempo hayan diseñado una amplia variedad de im-
puestos (8) relativos al abandono de la residencia en su territorio. 
Ciñéndonos al ordenamiento español (9), tras la reciente reforma fiscal (10) el artícu-
lo 95 bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (LIRPF) regula 
un nuevo impuesto de salida, aplicable a determinados supuestos de traslado de resi-
dencia fiscal de titulares de participaciones significativas. 
Concretamente, cuando el contribuyente pierda su condición de residente en España, 
deberá integrar en la renta del ahorro del último período impositivo que deba declarar, 
las ganancias patrimoniales consideradas por diferencia entre el valor de mercado de 
las acciones o participaciones en cualquier tipo de entidad de las que sea titular, y su va-
lor de adquisición, siempre que el contribuyente hubiese tenido dicha condición durante 
al menos diez (11) de los quince períodos impositivos anteriores al último que deba de-
clararse, y concurran determinadas circunstancias. 
Desde el punto de vista temporal, cabe destacar el 9ambio operado respecto del dic-
tum del Anteproyecto (12), que hacía referencia a que -él contribuyente hubiera residido 
en territorio español durante cinco de los últimos diez períodos impositivos. La versión 
contenida en el Proyecto de ley (13), convertida hoy en Derecho positivo a través de la 
Ley 26/2014 (14), se adecúa más a lo establecido en los ordenamientos de los países de 
nuestro entorno. En efecto, con carácter general, los impuestos de salida recaen exclusi-
vamente sobre sujetos que han disfrutado de una residencia prolongada en el Estado en 
cuestión, considerándose como tallos períodos comprendidos entre cinco y diez años de 
(8) EuROPEAN COMMISSION: «Removing cross-border tax obstacles. Organization and practices in 
Member States' tax administrations», Specific Contract No. 10 TAXUD/DE/337 based on Frame-
work Contract No. TAXUD/2012/CC/117, Final Report, EY- November 2014, pp. 45-46 y 134-135. 
(9) Respecto a los exit taxes sobre personas físicas previstos en el sistema español, véase RIBES 
RIBES, A.: Los impuestos de salida, Tirant lo Blanch, 2014, pp.107-113. 
(10) Cabe observar que esta medida no había sido propuesta por el Comité de Expertos en su 
Informe para la reforma del sistema tributario español, presentado en febrero de 2014. 
(11) A estos efectos, debe tenerse en cuenta la previsión del artículo 95 bis.8) LIRPF que, en 
alusión a los contribuyentes que hubiesen optado por el régimen fiscal aplicable a los trabajadores 
desplazados a territorio español, establece que el plazo de diez períodos impositivos comenzará a 
computarse a partir del primer período impositivo en el que no resulte de aplicación el citado régi-
men especial. 
(12) Anteproyecto de Ley por la que se modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de No Residentes, aprobado por el Real Decreto legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y otras 
normas tributarias. Texto remitido para información pública el23 de junio de 2014. 
(13) Proyecto de Ley por la que se modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de 
No Residentes, aprobado por el Real Decreto legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y otras normas tri-
butarias. Publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales el 6 de agosto de 2014. 
(14) Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviem-
bre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el texto refundido de la Ley del Impues-
to sobre la Renta de No Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de mar-
zo, y otras normas tributarias. 
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permanencia. Buena muestra de ello son los impuestos de salida contemplados en los 
ordenamientos alemán, danés, francés y neerlandés. En este último caso, empero, se 
grava también a los residentes «de corta duración» (período inferior a ocho años), aun-
que sólo en la hipótesis de que detenten una participación sustancial en sociedades de 
los Países Bajos (15). 
La determinación de este último extremo ha sido objeto de modificaciones diversas 
por parte de los Estados, pues mientras unos han ampliado de forma significativa el 
porcentaje accionarial necesario para hablar de «participación sustancial», otros, sin 
embargo, lo han reducido, dando lugar a diferencias notables según los ordenamientos 
jurídicos implicados. 
En el caso español, el artículo 95 bis.1) LIRPF limita estos supuestos de tributación a 
aquellos en los que la participación del contribuyente en la entidad fuese significativa, 
entendiéndose por tal: bien cuando el valor de mercado de las acciones o participaciones 
exceda, conjuntamente, de 4.000.000 euros; o bien cuando, no excediendo de dicho valor, 
el porcentaje de participación en la entidad sea superior al 25 por ciento, siempre que el 
valor de mercado de las acciones o participaciones en la citada entidad exceda de 
1.000.000 euros. 
Desde la doctrina (16) se ha criticado ya la gran dosis de arbitrariedad que comporta 
el establecimiento de estos límites temporales y cuantitativos, que sin duda propiciarán 
no pocos supuestos de «error de salto»; con el añadido de que los mismos no podrán co-
rregirse a través del mecanismo previsto en el artículo 56.3 LGT, al referirse tal precep-
to exclusivamente a los tipos de gravamen. · 
Por lo que concierne a la aplicación del impuesto de salida, se opera bajo la ficción de 
disposición de las acciones a precio de mercado (1 7) en la fecha en que se produce el 
cambio de residencia, sujetándose a tributación la ganancia patrimonial susceptible de 
generarse por diferencia entre su valor de adquisición y su valor de transmisión. Se evi-
dencia, pues, que la terminación de la residencia provoca la aplicación -mediata o in-
mediata, como a continuación precisaremos- del impuesto de salida por parte del Esta-
do de la emigración. 
2.2. Escenarios de aplicación del exit tax 
2.2.1. Cambio de residencia fuera de la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo: tributación inmediata de las plusvalías latentes 
Un aspecto de indudable relevancia radica en el hecho de que mediante el impuesto 
de salida se somete a tributación al contribuyente antes de que éste haya obtenido ren-
(15) DE BROE, L.: General report on «The tax treatment oftransfer ofresidence by individuals», 
en Cahiers de Droit Fiscal International, vol. 87 .b, 2002 Oslo Congress of the International Fiscal 
Association, Kluwer Law International, p. 38; BoERS, S.: «El impacto del Derecho Comunitario so-
bre la normativa holandesa en materia de exit tax», en Studi Tributari Europei, no 1, 2009, p. 5, 
[http://ste.seast.org], consultado el 22 de octubre de 2014; RIBES RIBES, A.: «Los impuestos ( ... )». 
Ob.cit. pp. 128-132. 
(16) HERRERA MoLINA, P. M.: «Primera aproximación al «impuesto de salida»: ámbito de aplica-
ción», en ECJ leading cases, post no 680, de 3 de enero de 2015 [https://ecjleadingcases.word-
press.com/2015/02/03/primera-aproximacion-al-impuesto-de-salida-ambito-de-aplicacion/], consul-
tado el4 de enero de 2015. 
(17) Artículo 95 bis.3) LIRPF. 
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ta efectiva alguna de los bienes de que se trate. Esta cuestión ha merecido un trata-
miento diverso en cada Estado miembro (18). Por nuestra parte, desde la perspectiva 
constitucional, creemos que la exigencia de un gravamen sobre una ganancia futura -e 
incierta- plantea serias dudas de compatibilidad con el principio de capacidad económi-
ca, por atentar contra el criterio de tributación de la renta disponible (19). 
El primer escenario contemplado por el artículo 95 bis LIRPF representa un buen 
ejemplo de ello: el exit tax se devenga por el mero traslado de la residencia del contribu-
yente a un Estado extramuros de la UE o del Espacio Económico Europeo (EEE) con in-
tercambio de información, con independencia de los motivos (laborales, fiscales, perso-
nales, etc.) subyacentes a dicho traslado e incluso del régimen tributario aplicable en el 
Estado de la inmigración. 
Adviértase, además, que en el caso analizado, por hallarnos fuera de la UE, no es po-
sible invocar la jurisprudencia del TJUE en esta materia, motivo por el cual asistimos a 
la tributación inmediata de ganancias todavía no obtenidas. En nuestra opinión, tal re-
gulación atenta contra el principio constitucional de igualdad tributaria, al otorgar un 
trato fiscal diferente a sujetos que se encuentran en la misma situación (titulares de ac-
ciones o participaciones susceptibles de generar plusvalías), dado que se grava de forma 
inmediata --con la consiguiente desventaja de tesorería- a aquellos que trasladan su re-
sidencia a un Estado tercero, en comparación con los que conservan su residencia en Es-
paña, cuyas ganancias patrimoniales solo serán gravadas cuando se hayan realizado 
efectivamente y en la medida en que lo hayan sido. 
Se trata, a todas luces, de una penalización ante la d~slocalización de la residencia del 
contribuyente, en relación con la cual nos mostramos críticos en base a las razones ex-
puestas. Ciertamente, salvo en Austria, la imposición a la emigración prevista por los Es-
tados miembros opera sin tener en cuenta el hecho de que el Estado cuya residencia se 
abandona, haya podido ceder su poder de sujeción a favor del otro Estado, ya sea de acuer-
do con su legislación doméstica, ya al amparo de un convenio de doble imposición (en ade-
lante, CDI) entre ambos (20). Tal planteamiento conlleva que, en líneas generales, los im-
puestos de salida se construyan sobre la asunción de que el mero cambio de residencia im-
plica un abuso en sí mismo, cuya prueba en contrario no está permitida al contribuyente. 
En nuestra opinión, el mayor reproche que cabe formular contra el nuevo exit tax pre-
visto en el artículo 95 bis LIRPF proviene, precisamente, del ámbito del Derecho Inter-
nacional Tributario, como examinaremos en el último epígrafe. 
2.2.2. Cambio de residencia temporal fuera de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo: posibilidad de aplazamiento específico para traslados 
laborales, o por cualquier otro motivo a países con CDI con intercambio 
de información 
El segundo escenario diseñado por el legislador (artículo 95 bis.4) LIRPF) alude al 
cambio de residencia como consecuencia bien de un desplazamiento temporal por moti-
(18) Véase, sobre este extremo: DE BROE, L.: General report. Ob.cit. p.39; RIBES RIBES, A.: «Los 
impuestos( ... )». Ob.cit. pp. 97-139 y 215 y ss. 
(19) GARCÍA PRATS, F. A.: «Artículo 13 MC OCDE 2000. Ganancias de capital», en Rurz GARCÍA, 
J. R. Y CALDERÓN CARRERO, J. M. (Coords.): Comentarios a los convenios para evitar la doble impo-
sición y prevenir la evasión fiscal concluidos por España, Fundación Pedro Barrié de la Maza, Ins-
tituto de Estudios Económicos de Galicia, 2004, 758. 
(20) DE BROE, L.: «Hard times( ... )». Ob.cit. p. 213. 
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vos laborales, a un país o territorio tercero que no tenga la consideración de paraíso fis-
cal; o bien de un desplazamiento temporal por cualquier otro motivo a países terceros 
con los que España tenga suscrito un CDI con cláusula de intercambio de información. 
En tal caso, la norma permite el aplazamiento -previa solicitud del contribuyente-
del pago de la deuda tributaria correspondiente a las ganancias patrimoniales. Sin em-
bargo, cabe hacer notar que seguimos estando ante un exit tax en sentido estricto, en-
tendido como fórmula impositiva aplicable sobre las plusvalías potenciales cuando se 
abandona la residencia. 
A diferencia de lo previsto en el Proyecto de Ley, que circunscribía el supuesto a los 
traslados temporales por razones laborales, ignorándose otro tipo de motivaciones per-
fectamente lícitas, tales como la jubilación u otras de distinta índole, que asimismo de-
bieran haberse contemplado a estos efectos, la versión definitiva contenida en la Ley 
26/2014 engloba también los cambios de residencia temporales por cualesquiera razones 
a países o territorios que hayan suscrito con España CDI con cláusula de intercambio de 
información, lo que sin duda valoramos positivamente. 
Para todos aquellos traslados no encuadrables en los dos supuestos citados, se aplicará 
el régimen general de aplazamiento previsto en la Ley General Tributaria. De hecho, por lo 
que concierne al devengo de intereses de demora y constitución de garantías para lograr el 
aplazamiento, se efectúa una remisión expresa a las normas generales recogidas al respec-
to en la Ley General Tributaria, matizándose que dichas garantías podrán constituirse to-
tal o parcialmente sobre los valores de que se trate, a con~ición de que resulten suficientes. 
En otro orden de cuestiones, conviene puntualizar que si bien la interpretación de las 
disposiciones reguladoras de las libertades europeas efectuada por el TJUE se está ex,ten-
diendo progresivamente al Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (AEEE)/Area 
Económica Europea (AEE), dicha extrapolación de la jurisprudencia europea en materia 
tributaria al ámbito de las relaciones con terceros países plantea importantes dudas (21), 
en la medida en que nos encontramos ante una situación no equiparable. El propio TJUE 
ha declarado la falta de justificación de la restricción fiscal creada por las normas nacio-
nales, en base a que los mecanismos europeos de asistencia mutua para el intercambio de 
información y la recaudación permiten a las Administraciones fiscales internas realizar 
idéntica labor a través de medios menos restrictivos. Este argumento decaería, sin em-
bargo, en aquellas operaciones llevadas a cabo por Estados miembros con terceros países, 
en cuyo seno tales mecanismos europeos de cooperación ínter-administrativa no son apli-
cables, sin perjuicio de la existencia de otros cauces de asistencia en esta sede. Dada la in-
aplicación de las Directivas europeas en terceros países, e incluso en los Estados signata-
rios del Acuerdo de Libre Comercio (Islandia, Liechtenstein y Noruega), entendemos que 
no es posible trasladar automáticamente la doctrina del TJUE sobre impuestos de salida 
a estos países (22), aun cuando con arreglo a determinados tratados con la UE los ciuda-
danos de estos últimos Estados sí puedan invocar, con matices, la aplicación de las líber-
(21) CALDERÓN CARRERO, J. M.: «La compatibilidad comunitaria de los impuestos de salida y de 
las reglas para el reembolso de garantías exigidas con infracción del Derecho Comunitario: el Ca-
so N», en Revista de contabilidad y tributación (CEF), n" 286, 2007, pp.l17 y 124, donde alude a la 
interpretación restrictiva de la libre circulación de capitales respecto de operaciones con terceros 
países, efectuada por el TJUE en sus Sentencias de 23 de febrero de 2006 (C-513/03) y 3 de octubre 
de 2006 (C-452/04). 
(22) La libertad de establecimiento puede invocarse incluso por parte de operadores localizados 
en el interior del Espacio Económico Europeo, aunque no, sin embargo, por aquellos que operan en 
terceros países, para los cuales todavía es posible recurrir a la tutela de la propia inversión sobre 
la base de la libre circulación de capitales. Nótese, con todo, que ni para los primeros ni para los 
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tades europeas (23). Por esta razón, la adición finalmente incluida en la Ley 26/2014 con-
diciona el aplazamiento del pago de la deuda tributaria derivada del exit tax en los casos 
de terceros países, cuando el traslado no responda a motivos laborales, a la existencia de 
un CDI suscrito con España con cláusula de intercambio de información. 
Según el artículo 95 bis.4 LIRPF, si el obligado adquiriera de nuevo la condición de 
contribuyente dentro de los cinco ejercicios siguientes al último que debe declararse, sin 
haber transmitido la titularidad de las acciones o participaciones, la deuda tributaria 
objeto del aplazamiento quedará extinguida, así como los intereses que se hubiesen de-
vengado. Nótese que el legislador arbitra en este punto una nueva causa de extinción de 
las obligaciones tributarias, cual es la recuperación de la condición de contribuyente, 
que se adicionaría a las ya contenidas en el artículo 59.1 de la Ley General Tributaria. 
En contraste con lo previsto en el Anteproyecto, el Proyecto de Ley introdujo la posibili-
dad de que el contribuyente solicite la ampliación del citado plazo cuando existan circuns-
tancias que justifiquen un desplazamiento temporal por motivos laborales más prolongado, 
sin que en ningún caso dicha ampliación pueda exceder de cinco ejercicios adicionales. 
Obviamente, si el Estado de origen recupera el control sobre esas potenciales plusva-
lías y, en definitiva, la potestad de gravamen sobre las mismas cuando éstas se mate-
rialicen, resulta lógico que la deuda tributaria se extinga, así como los intereses deven-
gados con ocasión de su aplazamiento. Ninguna razón de ser tendría en esta hipótesis el 
impuesto de salida, cuyo fundamento reside, como ya señalamos, bien en su concepción 
como medida anti-abuso, bien como medida de protección última de los intereses econó-
micos del Estado outbound (que aquí se convierte también en Estado inbound, en últi-
ma instancia). Sin embargo, no procederá en este caso el reembolso del coste de las ga-
rantías que se hubieran podido constituir. 
El precepto contempla también, en su apartado 5, el supuesto de recuperación de la con-
dición de contribuyente, siendo igualmente titular de las acciones o participaciones, pero 
sin que con anterioridad se hubiera solicitado el aplazamiento del pago de la deuda tribu-
taria, situación ésta en la que se prevé la devolución de lo ingresado, previa rectificación de 
la autoliquidación. La devolución se regirá por lo dispuesto en el artículo 31 de la LGT, sal-
vo en lo concerniente al abono de los intereses de demora, que se devengarán desde la fecha 
en que se hubiese realizado el ingreso hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolu-
ción. Debe reseñarse la modificación operada en el texto definitivo de la Ley 26/2014 en re-
lación con este último inciso, pues en el Proyecto de Ley se aludía al abono exclusivamente, 
en su caso, de los intereses a los que se refiere el apartado 2 del artículo 31 LGT. 
2.2.3. Cambio de residencia dentro de la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo con intercambio de información: asunción de la jurisprudencia europea 
Avanzando un paso más, cuando el cambio de residencia se produzca a otro Estado 
miembro de la Unión Europea, o del Espacio Económico Europeo (EEE) con el que exis-
segundos países resulta aplicable el sistema de Directivas sobre intercambio de información entre 
Administraciones Tributarias. GREGGI, M.: «Reflexiones fiscales sobre la movilidad en el interior 
de la UE: por un nuevo Nomos europeo», en Studi Tributari Europei, no 1, 2009, p.16, [http://ste.se-
ast.org], consultado el23 de octubre de 2014. 
(23) MALMER, K. «Emigration taxes and EC law», en: «The tax treatment oftransfer ofresiden-
ce by individuals», en Cahiers de Droit Fiscal International, vol. 87.b, 2002 Oslo Congress of the 
lnternational Fiscal Association, Kluwer Law International, p. 83. Véase también la Comunica-
ción de la Comisión Europea de 2006, COM(2006)825 final. pp. 8-10. 
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ta un efectivo intercambio de información tributaria, la ganancia patrimonial única-
mente tributará cuando, en el plazo de los diez ejercicios siguientes (24) al último que 
deba declararse por este impuesto, concurra alguna de las circunstancias siguientes: 
primera, que las acciones o participaciones se transmitan inter vivos; segunda, que el 
contribuyente deje de ser residente en la Unión Europea o en el EEE; y, tercera, que el 
contribuyente incumpla su obligación de comunicar determinada información (25) (la 
opción por la aplicación de las especialidades previstas en este apartado, la ganancia pa-
trimonial obtenida, el Estado al que traslada su residencia, indicando los domicilios pos-
teriores, en su caso, así como el mantenimiento de la titularidad de las acciones o parti-
cipaciones) a la Administración Tributaria. 
A nuestro juicio, el tercer escenario de aplicación del exit tax, recogido en el apartado 
6 del artículo 95 bis LIRPF, engloba, a su vez, tres situaciones distintas, merecedoras de 
reflexiones diversas. Común denominador a todas ellas es la naturaleza de trailing tax 
de la medida prevista, caracterizada por gravar rentas futuras y, a diferencia del exit 
tax, aplicable con posterioridad al cambio de residencia del contribuyente. Asistimos, 
pues, en estos tres casos, a una extensión del poder de sujeción (extended tax liability), 
basado en la ficción de considerar que, durante un cierto período de tiempo, el emigran-
te continúa siendo residente del Estado de origen. 
Como ya apuntamos, la medida resulta cuestionable desde el prisma del Derecho In-
ternacional Tributario, toda vez que ignora las obligaciones asumidas por los Estados en 
el respectivo CDI aplicable, cuestión ésta que abordaremos en líneas posteriores. 
Supuesto l. Transmisión inter vivos de las acciones ó participaciones durante los diez 
ejercicios siguientes. 
Varias son las ideas a destacar en este punto. En primer término, la norma es clara-
mente deudora de los artículos 8.2 y 14.3 LIRPF. En relación con el primero, comparte 
su configuración como impuesto perseguidor, dado que su fundamento no reside en el 
mero hecho del cambio de residencia, sino en la extensión temporal del concepto de resi-
dencia (26). Además, en contraste con los supuestos 2 y 3 que seguidamente analizare-
(24) El artículo 95 bis LIRPF, en su apartado 6, prevé la aplicación del impuesto de salida en 
cualquier momento durante los diez años siguientes, como consecuencia de la transmisión de las 
acciones o participaciones, medida ésta que podría plantear problemas en relación con la prescrip-
ción tributaria. 
(25) Artículo 95 bis.6.c) LIRPF. 
(26) Cabe reseñar como, a diferencia de la negativa ofrecida en el Caso de Las~eyrie (STJCE de 
11-marzo-2004, Asunto C-9/02, Hughes de Lasteyrie du Saillant u. Ministere de l'Economie, des Fi-
nances et de ['Industrie), el Tribunal de Luxemburgo acepta en esta ocasión como válido el argu-
mento sustentado por el Gobierno de Países Bajos sobre la necesidad de exigir el impuesto de sali-
da para salvaguardar el reparto de poder tributario entre los Estados soberanos, e incluso acepta 
que éste se halle respaldado por el principio de territorialidad tributaria. Son varias las perpleji-
dades que nos suscita este planteamiento. De un lado, cabe significar que el Alto Tribunal aplica 
el citado principio, tanto en el presente asunto como en su reciente jurisprudencia, de manera po-
co clara, en relación con el criterio de la coherencia, o bien con el de reparto del poder impositivo, 
hasta el punto de que los tres conceptos, utilizados en la reelaboración de una única causa de jus-
tificación, son difícilmente distinguibles. La interpretación más plausible, como apunta De Pietro, 
es aquélla según la cual la territorialidad, entendida como criterio que permite sustraer las rentas 
obtenidas en la fuente al poder impositivo, basado en la renta mundial, del Estado de residencia, 
se convierta en el corolario de un reparto equilibrado del poder tributario. De ahí que en el Caso N, 
más que en la Sentencia de Lasteyrie, el TJUE valore la necesidad de tutelar la potestad impositi-
va del Estado de origen, como «Estado en el que la renta se ha producido». DE PIETRO, C.: «Exit tax: 
territorialidad y movilidad societaria», en Studi Tributari Europei, no 1, 2009, p. 5, [http://ste.se-
ast.org], consultado el 23 de octubre de 2014. 
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mos, nos hallamos en este caso ante un gravamen que solo se proyecta cuando la ga. 
nancia se obtiene de manera cierta. 
La similitud que presenta con la regla de imputación de rentas alojada en el artículo 
14.3 LIRPF es, asimismo, evidente. Aunque el supuesto de hecho de cada una de ellas 
difiera (el artículo 14.3 se refiere a rentas y el artículo 95 bis a ganancias patrimonia. 
les), la solución arbitrada es idéntica: la ganancia patrimonial se imputará al último pe. 
ríodo impositivo que deba declararse por este impuesto, practicándose, en su caso, auto. 
liquidación complementaria, sin sanción ni intereses de demora, ni recargo alguno. 
Conviene recordar a estos efectos la Sentencia del TJUE de 12 de julio de 2012 (27) 
en la que el artículo 14.3 LIRPF se declaró contrario al ordenamiento europeo. Dich~ 
condena motivó la reforma del citado precepto, a través de la Ley 16/2012, de 27 de di-
ciembre, adicionándose al párrafo ya existente -con efectos desde el1 de enero de 2013-
el siguiente texto: «Cuando el traslado de residencia se produzca a otro Estado miembro 
de la Unión Europea, el contribuyente podrá optar por imputar las rentas pendientes 
conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, o por presentar a medida en que se vayan 
obteniendo cada una de las rentas pendientes de imputación, una autoliquidación com-
plementaria sin sanción, ni intereses de demora ni recargo alguno, correspondiente al 
último período que deba declararse por este Impuesto. La autoliquidación se presentará 
en el plazo de declaración del período impositivo en el que hubiera correspondido impu-
tar dichas rentas en caso de no haberse producido la pérdida de la condición de contri-
buyente» (28). 
Se aprecia, pues, la consolidación de la jurisprudencia del TJUE y, en especial, de los 
criterios sentados con ocasión del Caso N (29), en el que el Alto Tribunal analizó la com-
(27) STJCE de 12-julio-2012, Asunto C-269/09, Comisión Europea contra Reino de España. 
(28) Redacción actual, en virtud del apartado uno de la Disposición final décima de la Ley 
16/2012, de 27 de diciembre. 
(29) STJCE de 7-septiembre-2006, Asunto C-470/04, N u. Inspecteur van de Belastingdienst 
Oost!kantoor AlmeZo. El asunto se centró en el cambio de residencia del Sr. N, único partícipe de 
tres sociedades neerlandesas de responsabilidad limitada, el22 de enero de 1997, de País Bajos a 
Reino Unido, con el consiguiente traslado de la sede de dirección efectiva de dichas entidades a Cu-
rac;:ao (Antillas holandesas); y, fundamentalmente, en la aplicación del impuesto de salida neer-
landés sobre los incrementos patrimoniales devengados, con motivo de la emigración del Sr. N, de 
su participación sustancial en tales entidades. 
De acuerdo con la normativa neerlandesa, la base imponible venía determinada por la diferen-
cia entre el precio de adquisición de las participaciones y el valor de mercado de éstas en el mo-
mento de la emigración. El impuesto, aunque devengado, se difería por un período de diez años, a 
condición de que se prestara la adecuada garantía, sin interés alguno. Conviene hacer notar, em-
pero, que el1 de enero de 2005, a raíz de la Sentencia de Lasteyrie, tal normativa fue objeto de mo-
dificación con efecto retroactivo desde elll de marzo de 2004, de manera que se eliminó la obliga-
ción de constituir garantía como requisito para aplazar el pago, se introdujo la posibilidad de re-
ducir parcialmente la base imponible en la hipótesis de diferencias a la baja entre el valor atribui-
do a las participaciones en la fecha de la emigración y el que éstas tenían en el momento de la 
transacción, y se autorizó la correspondiente deducción para el caso de que la ganancia patrimo-
nial fuera asimismo gravada por otro Estado con arreglo al CDI pertinente. 
Tras analizar la estructura y funcionamiento del impuesto de salida neerlandés aplicable en el 
momento en que sucedieron los hechos, el TJUE concluyó su carácter contrario a la libertad de es-
tablecimiento, ante la desproporción de las medidas articuladas para su exacción. Declaró que el 
sistema conllevaba un trato menos ventajoso para los contribuyentes que desearan trasladar su 
residencia fuera de los Países Bajos, en comparación con los que permanecían en su territorio, 
pues mientras los primeros resultaban gravados por el simple hecho de la emigración, cuando to-
davía no habían dispuesto de las participaciones y, en consecuencia, el posible incremento de pa-
trimonio no se había producido, los segundos, en cambio, sólo tributaban cuando la ganancia 
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~ patibilidad del exit tax neerlandés -concebido como protective measure, no como cláusu-
~1 la anti-abuso- con el ordenamiento europeo. En este orden de ideas, la tributación se re-
~' · trasa al momento de obtención efectiva de las plusvalías, soslayándose así cualquier re-
''' proche de tratamiento fiscal desigual respecto de quienes conservan su residencia en el J; Estado de salida. 
En el caso que nos ocupa, la cuantía de la ganancia patrimonial se minorará en la di-
ferencia positiva entre el valor de mercado de las acciones o participaciones y su valor de 
transmisión. 
Supuesto 2. Pérdida por parte del contribuyente de la condición de residente en un 
Estado miembro de la UE o del EEE. 
En contraste con la situación anterior, el traslado de residencia -en este caso, fuera 
de la UE o del EEE con intercambio de información- constituye el detonante del im-
puesto de salida, cuya exacción tampoco atiende ya a la realización de la ganancia pa-
trimonial, sino que grava de nuevo plusvalías latentes, que únicamente se materializa-
rán en una fecha futura con ocasión de la enajenación de los activos. 
De otro lado, conviene advertir el especial hincapié del legislador a la hora de referir-
se al EEE, al insistir en que deberá existir un efectivo intercambio de información a fin 
de poder equiparar dichos territorios a los Estados miembros de la UE en la materia exa-
minada. Ciertamente, todas las previsiones del artículo 95 bis LIRPF contemplan esta 
condición, basada sin duda en los razonamientos formulados por el TJUE en su Senten-
cia de 12 de julio de 2012, Comisión europea contra Reino ae España -antes citada-. 
Como es sabido, la condena del Estado español en aquel caso fue solo parcial, en la 
medida en que el Tribunal sí admitió la justificación de la medida prevista en el artícu-
lo 14.3 LIRPF en la hipótesis de que la emigración tuviera por destino alguno de los Es-
tados miembros del Acuerdo EEE, a fin de garantizar la recaudación eficaz de las deu-
das tributarias. 
El Alto Tribunal recogía así la argumentación esgrimida por España, con apoyo de 
Alemania y los Países Bajos que, en contra de la Comisión, subrayaban la inoperancia 
de la Directivas europeas atinentes al intercambio de información y asistencia mutua 
recaudatoria respecto a los Estados parte en el Acuerdo EEE que no tienen la condición 
de Estados miembros de la UE. 
La ausencia de instrumento convencional alguno entre España, de una parte, y Nor-
uega, Islandia y Liechtenstein, respectivamente, comprensivo de una cláusula de asis-
tencia mutua en la recaudación, que posibilite una cooperación efectiva entre las autori-
dades tributarias de dichos Estados en la hipótesis de que el contribuyente traslade su 
residencia a uno de estos países, justifica, según el Tribunal de Justicia, la adopción de 
la medida estudiada que, además, resultaría proporcionada (30) para garantizar dicho 
fin recaudatorio, ante la inexistencia de soluciones alternativas menos restrictivas de 
las libertades (libre circulación de trabajadores y libertad de establecimiento) conteni-
das en los artículos 28 y 31 del Acuerdo EEE. 
patrimonial se hacía realmente efectiva. En opinión del Alto Tribunal, tal diferencia de trato fiscal 
desincentivaba a los contribuyentes de cara a trasladar su residencia a otro Estado miembro. 
Ciertamente, salvo en lo que respecta al período de diez años durante el cual se aplaza el impues-
to, que en el exit tax francés era de cinco, son numerosas las similitudes que se aprecian entre el Ca-
so de Lasteyrie y el Caso N. No debe extrañar, por ello, que el Tribunal llegue a la misma conclusión 
de incompatibilidad del impuesto de salida neerlandés con el Derecho de la Unión Europea. 
(30) Véanse los apartados 99 y 100 de la mencionada sentencia. 
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Supuesto 3. Incumplimiento de la obligación de comunicación por parte del contribu-
yente. 
En buena lógica con lo reseñado en líneas anteriores, el impuesto de salida se aplica-
rá igualmente -siempre que no hayan transcurrido más de diez años a contar desde el 
último ejercicio que deba declararse- cuando el contribuyente que ha trasladado su re-
sidencia a un Estado miembro de la UE o del EEE con intercambio de información, no 
cumpla con su obligación de proporcionar la debida información fiscal a la Administra-
ción tributaria del Estado de origen. 
A este respecto, el artículo 95 bis.6.c) LIRPF remite a una ulterior regulación regla-
mentaria, la forma en la que tales contribuyentes deberán comunicar al Fisco español: 
la opción por la aplicación de las especialidades previstas en este apartado, la ganancia 
patrimonial puesta de manifiesto, el Estado de destino al que se traslada la residencia, 
con indicación del domicilio así como de las posteriores variaciones -en su caso-, y el 
mantenimiento de la titularidad de las acciones o participaciones. 
El incumplimiento de este deber de información por parte del emigrante provocaría 
la exigencia del impuesto de salida sobre plusvalías teóricamente latentes, en el bien 
entendido de que el Estado de origen perdería de otro modo el control en aras a garanti-
zar una recaudación eficaz de las deudas tributarias. Como ya avanzamos, esta última 
circunstancia se erige en fundamento de la exacción del impuesto de salida tanto en el 
segundo como en el tercer supuesto del precepto estudiado, con base en la antedicha 
doctrina del Tribunal de Luxemburgo. 
Finalmente, como cláusula de cierre, el apartado d) del artículo 95.bis.6 LIRPF, pre-
vé la posibilidad de que el emigrante adquiera de nuevo la condición de contribuyente 
(ha de entenderse que antes del transcurso del período de diez años establecido), sin que 
se haya producido ninguna de las tres circunstancias aludidas en el apartado a) -trans-
misión inter vivos, traslado fuera de la UE o del EEE con intercambio de información o 
incumplimiento del deber de información-, en cuyo caso todas las reglas del presente ar-
tículo quedarán sin efecto. 
Debe destacarse la mejora que incorpora esta última previsión desde la perspectiva 
de la interpretación y aplicación global del precepto; de ahí que valoremos positivamen-
te su inclusión en la versión final de la mano del Proyecto de ley, puesto que el Antepro-
yecto no la contenía. Como ya comentamos, cualquier otra solución o interpretación hu-
biera sido desproporcionada, partiendo de la premisa de que el Estado de origen recupe-
ra en esta hipótesis la potestad de gravamen sobre el futuro incremento patrimonial. 
2.2.4. Cambio de residencia a un paraíso fiscal: matizaciones 
Por último, el artículo 95 bis. 7) LIRPF aloja una serie de precisiones para el caso de 
cambio de residencia a un país o territorio considerado como paraíso fiscal. La norma 
trae causa de las previsiones contenidas en el artículo 8.2 del mismo texto legal y res-
ponde a la extensión del poder de sujeción, según la cual cuando una persona física de 
nacionalidad española traslada su residencia a un país o territorio de estas característi-
cas, conserva la condición de residente y, por tanto, de contribuyente por el citado im-
puesto, durante el ejercicio en el que se opera el cambio de residencia y los cuatro ejerci-
cios siguientes (31). 
(31) Una medida similar puede encontrarse en el ordenamiento finlandés. De acuerdo con la 
«three-year rule», cuando un ciudadano finlandés traslada su residencia a otro Estado, Finlandia 
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De acuerdo con ello, las reglas contenidas en el artículo 95 bis LIRPF serán plena-
mente aplicables en dicho contexto, con las dos especialidades siguientes: a) Las ga-
nancias patrimoniales se imputarán al último período impositivo en que el contribu-
yente tenga su residencia habitual en territorio español, y para su cómputo se tomará 
el valor de mercado de las acciones o participaciones en la fecha de devengo de dicho 
período impositivo; b) En el supuesto de transmisión de los títulos valores en un perí-
odo impositivo en el que el emigrante mantenga dicha condición de contribuyente, a 
efectos del cálculo de la ganancia o pérdida patrimonial derivada de la transmisión, se 
tomará como valor de adquisición el valor de mercado de las acciones o participaciones 
que se hubiera tenido en cuenta para determinar la ganancia patrimonial prevista en 
este artículo. 
Sin duda, las normas comentadas tienen por finalidad atemperar la rígida aplicación 
del artículo 8.2 LIRPF. De hecho, no han faltado autores (32) que, con anterioridad, han 
cuestionado su virtualidad, a raíz de las indeseables consecuencias que de ella se deri-
van en relación con el Derecho europeo. Conviene destacar que esta cláusula anti-abuso 
se configura como una extensión del poder de sujeción de manera ilimitada en cuanto al 
tipo de renta, aunque limitada en su ámbito de aplicación respecto a los nacionales es-
pañoles y cuando el cambio de residencia se realice a un paraíso fiscal. Es precisamente 
en relación con este último extremo donde la doctrina mayoritaria ha subrayado que el 
artículo 8.2 LIRPF podría llegar a contravenir la jurisprudencia del TJUE sobre la li-
bertad de circulación en el caso de paraísos fiscales ubicados en la UE, o incluso en el 
EEE. En efecto, el listado (33) de paraísos fiscales del RD 1080/1991 incluye Estados 
parte del Acuerdo del Espacio Económico Europeo, como Liechtenstein, lo cual podría 
plantear dudas sobre su compatibilidad con el Derecho de la UE. 
A nuestro juicio, las especialidades contempladas en el artículo 95 bis. 7) LIRPF per-
miten superar la crítica doctrinal expuesta por lo que a las ganancias patrimoniales con-
cierne. Pervive, sin embargo, desde nuestra perspectiva, la crítica que tradicionalmente 
se ha formulado contra el artículo 8.2 LIRPF desde su instauración: el problema estriba 
en que al no tratarse de una presunción, sino de una ficción legal que conlleva la exten-
sión del poder de sujeción como medida anti-elusión, no cabe prueba en contrario. O, si 
se prefiere, en lugar de articularse como una presunción iuris tantum, se diseña como 
una presunción iuris et de iure, extremo éste en el que radica su carácter controvertido, 
toda vez que no permite al contribuyente demostrar que el cambio de residencia es real 
y que responde a motivos válidos, ya sean éstos económicos, laborales, personales o de 
otra índole. Ello equivale a decir, que lejos de arbitrarse con el fin de evitar montajes 
abusivos o puramente artificiales (U-turns, round trips), asistimos a la aplicación de 
continúa considerándole residente a efectos fiscales durante el año en el que se produce dicho cam-
bio y los tres ejercicios siguientes. A lo largo de estos tres años, el contribuyente sólo será tratado 
como no residente si evidencia la ausencia de vínculos con este territorio. En caso contrario, se le 
considera residente y, por tanto, sujeto a gravamen por sus rentas mundiales. CHAND, V.: «Exit 
( ... )». Ob.cit. pp.4 y 5. Puede consultarse también la página web de la Agencia Tributaria finlan-
desa: www.vero.fi/en-US/Individuals/Moving_away_from_Finland!Finnish_citizens_and_the_3ye-
ar_rule(17511) 
(32) MARTÍN JIMÉNEZ, A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: «Los impuestos de salida y el Derecho Co-
munitario Europeo a la luz de la legislación española», en Crónica Tributaria, no 125, 2007, p. 52; 
DE JUAN CASADEVALL, J.: «El exit tax en el Derecho español: una perspectiva comunitaria», en Im-
puestos, n° 11, 2010, p. 16. 
(33) Asimismo, la inclusión de ¡llgún país de la UE entre los contemplados por el RD 1080/1991 
ha generado cierta controversia. Este ha sido el caso de Chipre, que recientemente ha dejado de 
considerarse paraíso fiscal tras la suscripción con España del CDI con cláusula de intercambio de 
información (BOE de 26 de mayo de 2014). 
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una presunción absoluta de evasión fiscal, en la medida en que se proyecta sobre toda 
operación de cambio de residencia a un paraíso fiscal. 
2.3. Juicio crítico 
El nuevo gravamen de salida incorporado a través del artículo 95 bis LIRPF se inspi-
ra claramente en la legislación germana (34). En efecto, el artículo 6 de la AuBensteuer-
gesetz -reformado en 2007, tras el requerimiento de la Comisión Europea (35)- implica 
la sujeción al exit tax de las personas físicas que, durante un período de al menos diez 
años, hubieran tributado por su renta mundial en Alemania y, a su vez, hubieran pose-
ído, durante los cinco años anteriores al desplazamiento, participaciones en sociedades 
de capital de al menos un 1%. 
En nuestra opinión, sin perjuicio de los matices previstos atendiendo a las circuns-
tancias concurrentes en cada caso, lo cierto es que la medida introducida por el artículo 
95 bis LIRPF, constituye una penalización ante la deslocalización del contribuyente, 
que supone el gravamen del ahorro acumulado durante años. 
Desde el Gobierno español la medida se ha calificado de norma antielusión. Discrepa-
mos, sin embargo, de quienes consideran que estamos ante una medida antiabuso. Si la 
intención del legislador español era diseñar una norma antifraude, debería haber con-
cretado mucho más el caso, circunscribiéndolo incluso a supuestos de cambio de resi-
dencia a paraísos fiscales o territorios de baja o nula tributación. 
Desde otro prisma, se ha sostenido igualmente que el nuevo exit tax perjudica a los em-
prendedores, al afectar a la creación y crecimiento de start-ups en España. En esta línea 
argumental, la Fundación Impuestos y Competitividad ha cuestionado el tributo al enten-
der que podría suponer un lastre para la competitividad de las empresas y la expansión 
exterior. La Asociación Europea de Inversores Profesionales (ASINVER) denunció a Es-
paña por este gravamen ante la Comisión Europea en noviembre de 2014, en el entendi-
miento de que vulnera el Derecho de la UE al restringir las libertades de movimiento y es-
tablecimiento en el marco europeo. A nuestro parecer, si bien la medida puede ser acree-
dora de reproches, atendida la carga fiscal que comporta, no creemos que entrañe una dis-
criminación fiscal en este ámbito, aunque sí un desincentivo a la inversión en I+D+i en 
España cuando hablamos de inversores personas físicas (36) (business angels). 
En este orden de ideas, empero, no somos partidarios de que la norma estudiada dis-
tinga en función del origen de la ganancia patrimonial -tesis esgrimida por algunas vo-
ces-, toda vez que cuando hablamos de este tipo de inversiones, todos son socios capita-
listas. 
(34) Dinamarca, Francia, Holanda y EEUU también alojan en sus sistemas tributarios medidas 
similares, si bien en algunos de ellos el ámbito de aplicación del impuesto es mayor (en Dinamarca, 
por ejemplo, engloba un conjunto amplio de valores, que incluye inmuebles y aportaciones a planes 
de pensiones; mientras que en EEUU se aplica sobre todo el patrimonio del ciudadano). Véase nues-
tro análisis del régimen alemán en RIBES RIBES, A.: «Los impuestos ( ... )». Ob.cit. pp. 99-104. 
(35) European Commission press release IP/047493. Brussels, 19 April2004. 
(36) Véase, ampliamente: RIBES RIBES, A.: «Reflexiones críticas sobre el tratamiento fiscal de 
los inversores de proximidad o business angels», en Quincena Fiscal, no 14, 2014, pp. 65-99. En to-
do caso, compartimos las declaraciones emitidas desde el Ministerio de Hacienda (El País 2-di-
ciembre-2014), en el sentido de que el nuevo gravamen no perjudica la aparición de start-ups, pues 
«es difícil que los accionistas de estas compañías cumplan las condiciones para que se les aplique 
el impuesto». 
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No obstante, tal y como está redactada, creemos que la norma peca de ingenuidad, dado 
que tratándose de carteras de valores tan significativas, es poco probable que sean deten-
tadas por personas fisicas (37). En la mayoría de estos supuestos, la práctica nos indica que 
suele acudirse a la constitución de una Sociedad de inversión de capital variable (SICA V). 
3. REFLEXIÓN A LA LUZ pEL DERECHO INTERNACIONAL TRIBUTARIO: 
¿CONSTITUYE EL ARTICULO 95 bis LIRPF UN SUPUESTO DE TREATY 
OVERRIDE? 
Resulta innegable que los cambios de residencia al extranjero afectan negativamente 
al conjunto de los Estados soberanos, así como que la preocupación por articular medios 
que permitan garantizar la menor pérdida posible de ingresos tributarios como resulta-
do de dicha emigración ha sido creciente en los últimos años, de manera paralela al in-
terés que las instituciones europeas han mostrado para que dichos tributos sean acordes 
con los principios y libertades de los ciudadanos de la Unión Europea. 
Se ha llegado incluso a plantear si la mera circunstancia de la emigración no debería 
implicar, por sí misma, la anulación de cualquier tipo de derecho a gravar por parte del 
Estado de la antigua residencia, al menos sobre rendimientos devengados, pero todavía 
no obtenidos. A juicio de algunos autores (38), sin embargo, tal razonamiento no puede 
justificarse ni desde el punto de vista del principio de territorialidad, ni con base en el 
principio de residencia, además de entrar en posible conflicto con el principio de igual-
dad de trato. Se rechaza, en esta línea, que los impuestos de salida supongan una apli-
cación extraterritorial de sus normas por parte de los Estados. 
Si elevamos nuestras reflexiones al plano del Derecho Internacional Tributario, obser-
vamos, en primer término, que el artículo 13 CM OCDE no contiene un concepto de ga-
nancias de capital. En este sentido, tal y como señalan los Comentarios al CM OCDE, la 
dependencia del Derecho interno para la aplicación de esta norma es significativa, pues lo 
que se consideren ganancias de capital y, en particular, ganancias de capital sometidas a 
gravamen, puede variar notablemente de un Estado a otro. Esta circunstancia, unida a la 
pluralidad de reglas de atribución alojadas en el artículo 13 CM OCDE, ofrece oportuni-
dades de planificación fiscal, ya sea amparando una determinada operación en la regla 
más favorable (rule shopping), ya sea aprovechando una disparidad de tratamiento en la 
legislación de los Estados contratantes (international tax arbitrage), que redunden en si-
tuaciones de doble no imposición (39). Todo ello explica la creciente inclusión de cláusulas 
anti-abuso relacionadas con la aplicación de este precepto en los CDI. 
Ahora bien, pese a la ausencia de una concreta definición, de la letra del artículo 13 
CM OCDE cabe colegir que las ganancias de capital son aquellas que derivan de la «en-
ajenación de bienes». La doctrina mayoritaria (40) interpreta, pues, que si el concepto de 
(37) De otro lado, aun suponiendo que el titular fuera una persona física, conviene advertir que 
la norma es fácilmente eludible, bien sea por la vía de reducir el grado de participación en orden a 
no exceder el importe señalado, bien -hablando de individuos de este nivel económico- a través de 
la residencia de jacto en otro Estado, manteniendo la residencia oficial en territorio español, todo 
lo cual conllevaría la inaplicación del artículo 95 bis LIRPF. 
(38) VAN ARENDONK, H.: «Hughes de Lasteyrie du Saillant: crossing borders?», in A Tax Globa-
list. Essays in honour of Maarten J. Ellis, IBFD Publications, The Netherlands, 2005, p. 186. 
(39) SOLER ROCH, M".T.: «Ganancias de capital», en CORDÓN EZQUERRO, T. (Dir.): Manual de 
Fiscalidad Internacional, vol. 1, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 2007, p. 661. 
(40) GARCÍAPRATS, F. A.: «Artículo 13 ( ... )». Ob.cit. p.755; SOLER RocH, M". T.: «Ganancias( ... )». 
Ob.cit. p. 662. 
-133-
ESTUDIOS Y NOTAS 1 CRÓNICA TRIBUTARIA 154-2015 
ganancia de capital proviene de una transmisión, hablamos necesariamente de ganan-
cias «realizadas», por lo que la norma no englobaría -en principio-las ganancias de ca-
pital «no realizadas», que corresponden al gravamen del aumento del valor de los bienes 
que se pone de manifiesto mediante actualizaciones o revalorizaciones contables. 
En este orden de ideas, surge inevitablemente el interrogante acerca de la compati-
bilidad de los exit taxes con el texto del artículo 13 CM OCDE, en la medida en que, 
por definición, éstos recaen sobre plusvalías latentes, todavía no realizadas. Lejos de 
alumbrar esta cuestión, los Comentarios al artículo 13 CM OCDE no abordan este 
punto, quizás por entender que constituye una cuestión interna a decidir por el Esta-
do de la residencia. Nótese, sin embargo, que también este último extremo resulta 
controvertido (41), según el momento en el que se exija el impuesto de salida, pues el 
Estado de origen habrá dejado ya de ser el Estado de la residencia y puede que ni si-
quiera sea, en el momento de ejercitar su pretensión de gravamen, Estado de la fuente. 
Desde nuestro punto de vista, la compatibilidad de los exit taxes con lo dispuesto en el 
artículo 13 CM OCDE, obliga a los Estados a incluir una cláusula de recuperación 
(clawback measure) en el articulado de sus CDI, conforme a la cual queden habilitados 
para gravar a antiguos residentes por las ganancias derivadas de ciertos bienes patri-
moniales si las mismas se obtienen dentro de un determinado período de tiempo poste-
rior a la emigración (42). 
De acuerdo con ello, detectamos de inmediato que el puevo exit tax del artículo 95 bis 
LIRPF entraña una posible violación de lo pactado por·Ios Estados parte a nivel conven-
cional. Como es sabido, el artículo 13.5 CM OCDE contiene una cláusula residual 
(catch-all clause) relativa a las ganancias patrimoniales, aplicable -entre otros- en el 
caso de transmisión de acciones o participaciones, en virtud de la cual el gravamen ex-
clusivo de las mismas corresponde al Estado de residencia del transmitente. 
No es menos cierto, sin embargo, que numerosos CDI españoles incluyen cláusulas 
anti-abuso, tales como la de participación sustancial o la relativa a las sociedades de te-
nencia de inmuebles, formalmente configuradas como normas de atribución, pero cuya 
finalidad es la de evitar o neutralizar conductas destinadas a eludir la tributación en el 
Estado de la fuente, al amparo de la regla residual de tributación exclusiva en el Estado 
de residencia. 
En efecto, de acuerdo con la reserva a dicha norma formulada por el Estado español 
(párrafo 45 de los Comentarios al artículo 13 CM OCDE), nuestro país mantuvo hasta 
2010 el derecho a gravar las ganancias resultantes de la transmisión de acciones y otros 
derechos que formen parte de una participación sustancial en entidades residentes en 
España. Fruto de ello es la inclusión de {acto de dicha cláusula de participación sustan-
cial en numerosos convenios suscritos por España, tanto en el marco europeo (Bélgica, 
Francia, Irlanda, Holanda y Portugal), como extramuros de la UE (Argentina, Austra-
lia, Corea del Sur, Chile, China, EEUU, Egipto, India, Islandia, Israel, México, Norue-
ga, antigua Unión Soviética y Vietnam). Por el contrario, la no previsión de dicha cláu-
sula en los convenios bilaterales españoles conlleva -al menos hasta la entrada en vigor 
del artículo 95 bis LIRPF el1 de enero de 2015-la aplicación de la regla establecida en 
el artículo 13.5 CM OCDE, lo cual privaría a España de su potestad de gravamen sobre 
eventuales ganancias patrimoniales obtenidas por antiguos residentes en territorio es-
pañol. 
(41) GARCÍA PRATS, F. A.: «Artículo 13 ( ... )». Ob.cit. pp. 758 y 759. 
(42) Véase, ampliamente: RIBES RIBES, A.: «Los impuestos( ... )». Ob.cit. pp. 266-272. 
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Desde esta óptica, es evidente que el artículo 95 bis LIRPF implica un supuesto de 
treaty override, en la medida en que comporta la extensión de la cláusula de participa-
ción sustancial de manera generalizada a cualquier Estado, se haya o no previsto en el 
tratado de doble imposición, durante los diez ejercicios siguientes a contar desde el tras-
lado de la residencia del contribuyente al extranjero. Nótese, además, que el artículo 95 
bis excede incluso el ámbito objetivo de la cláusula de participación sustancial, en el 
bien entendido de que ésta se limita a las acciones o participaciones en entidades resi-
dentes en España, mientras que la norma interna extiende el gravamen a las plusvalías 
derivadas de la transmisión de participaciones en cualquier tipo de entidad, residentes 
en España o no. 
Asistimos, pues, a una medida de carácter unilateral consistente en la aplicación de 
una normativa interna, sin que ello haya sido previsto en el tratado de doble imposición 
entre ambos Estados (43). Tal y como declaró el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE 
en su Informe de 1989 (44), esta práctica es contraria al Derecho Internacional, aun 
cuando se emplee para combatir determinados abusos del tratado, pues desconoce la 
existencia del contenido del convenio internacional como instrumento central de distri-
bución de la potestad tributaria entre dos países. No se trata de una vulneración frontal 
de la letra del convenio en cuestión, pero sí del hecho de la pretensión omnicomprensiva 
de la regulación contenida en tales convenios. Tal actuación constituye una violación del 
principio pacta sunt servanda, alojado en el artículo 27 de la Convención de Viena e im-
perante en la órbita convencional internacional (45). _ 
Lejos de circunscribir el gravamen de las plusvalías derivadas de la transmisión de 
acciones o participaciones en entidades residentes en España a lo dispuesto en cada con-
venio de doble imposición suscrito, el Estado español se arroga la potestad tributaria en 
todos los casos -tanto dentro como fuera de la UE- y, en virtud del nuevo exit tax pre-
visto en el artículo 95 bis LIRPF, procede a gravar la totalidad de las ganancias patri-
moniales de este tipo, ignorando por completo la regulación de las relaciones fiscales con 
los demás Estados parte contenida en los tratados bilaterales (46). 
(43) Idéntico razonamiento cabe esgrimir por lo que concierne a la cláusula de sociedades de te-
nencia de inmuebles. 
(44) OECD Report on «Tax Treaty Override», adopted by the OECD Council on 2 October 1989. 
(45) Las consecuencias de este comportamiento, consistente en una infracción del Derecho inter-
nacional, se materializan en la imposición de las sanciones previstas en el artículo 60 de la Conven-
ción de Viena. No obstante, lo cierto es que tales sanciones no suelen aplicarse en la práctica, a pesar 
de que en ocasiones algunos países, como por ejemplo el Reino Unido, han amenazado a EEUU con 
exigir su aplicación. En el ordenamiento americano, a diferencia de la mayoría de los sistemas lega-
les, los tratados internacionales tienen el mismo rango legal que la ley interna. Por tal razón, una 
modificación legal puede llevar aparejada directamente una contradicción con lo previsto en un con-
venio de doble imposición, si bien siempre debería atenderse a las normas de la Convención de Vie-
na, como límite a este tipo de actuación, a la hora de interpretar y aplicar un tratado. SERRANO AN-
TÓN, F.: «Las medidas antiabuso en los convenios para evitar la doble imposición internacional», en 
SOLER RocH, Ma. T. y SERRANO ANTÓN, F. (Dirs.): Las medidas antiabuso en la normativa interna y 
española y en los convenios para evitar la doble imposición internacional y su compatibilidad con el 
Derecho Comunitario, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 2002, pp. 101 y 102. 
(46) Los efectos del artículo 95 bis LIRPF resultan equivalentes a los derivados de las cláusu-
las «exit tax» previstas en algunos CDI, tales como los firmados por España con Alemania, Cana-
dá, Holanda, Noruega y Suecia, que utilizan como criterio la nacionalidad y situaciones de cambio 
de residencia, para gravar determinadas ganancias obtenidas por personas físicas derivadas de la 
enajenación de acciones y participaciones en sociedades residentes en el otro Estado. La diferencia 
fundamental estriba en que en estos últimos supuestos no existe treaty override, pues la medida se 
acuerda directamente en el plano convencional entre los Estados parte. Véase, por ejemplo, la 
cláusula arbitrada en el artículo 13.7 del CDI hispano-alemán. 
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Por tanto, en aquellos supuestos en los que los convenios de doble imposición no con. 
templen el derecho a gravar de España con apoyo en la cláusula de participación sus. 
tancial, estaremos ante una situación de treaty override o, lo que es igual, de transgre. 
sión del Derecho Internacional. Así lo ha declarado el Comité de Asuntos Fiscales de la 
OCDE, que habla de «incumplimiento del tratado>>, entendiendo que tal violación se pro-
duce ya desde el momento en el que dicha norma interna se aprueba y no solo cuando se 
produce su aplicación a casos concretos (4 7). 
Al margen del caso español, si realizamos un análisis en abstracto, se advierte que el 
mayor problema que plantea esta imposición es el que puede producirse a posteriori 
cuando se transmitan los bienes situados en el Estado de origen y se obtenga una ga: 
nancia de capital por parte del contribuyente no residente que hubiera pagado en sumo-
mento el impuesto de salida. 
En efecto, este gravamen presenta un difícil engarce con el Impuesto sobre la Ren-
ta de No Residentes (IRNR) aplicable en el antiguo Estado de la residencia (especial-
mente, por lo que concierne al caso español, en el supuesto contemplado en el aparta-
do 6 del artículo 95 bis LIRPF, donde el sujeto habrá adquirido ya la residencia en el 
Estado de destino y, a resultas de la transmisión de los valores, habrá de satisfacer el 
impuesto español). En este sentido, sería deseable una aclaración sobre el juego de es-
tos dos impuestos al objeto de evitar indeseables situaciones de doble imposición in-
terna. Así lo ha hecho el legislador español, a través del artículo 24.4 TRLIRNR (re-
dacción dada por la Ley 26/2014), según el cual cuando el contribuyente haya tributa-
do en el IRPF por ganancias patrimoniales a resultás del cambio de residencia, para 
calcular la ganancia patrimonial correspondiente -a efectos del IRNR- se tomará co-
mo valor de adquisición el valor de mercado de las acciones o participaciones que se 
hubiera tenido en cuenta para determinar la ganancia patrimonial prevista en el artí-
culo 95 bis LIRPF (48). 
Recapitulando, de acuerdo con lo dispuesto en el respectivo convenio de doble imposi-
ción, podemos encontrarnos desde una perspectiva abstracta ante distintas situaciones: 
Primera: cuando el derecho de gravamen sobre la ganancia de capital se recono-
ce en exclusiva al Estado de la actual residencia. En principio, en este supuesto 
no existe doble imposición en relación con la parte de la ganancia correspondien-
te al período comprendido entre la salida del contribuyente y la transmisión del 
bien; pero sí en la parte de la ganancia correspondiente al período comprendido 
entre la fecha de adquisición del bien y la salida del contribuyente, si el Estado 
de destino computa la ganancia desde el momento de la adquisición del bien. 
En este caso, la doble imposición podría corregirse teóricamente a través de dos 
vías (de dudosa aceptación por parte del Estado de la inmigración), a saber: o 
bien computando la ganancia únicamente desde el momento de salida del contri-
buyente, o bien corrigiendo la doble imposición en la parte concurrente con el exit 
(47) Véase el apartado I, no 5, del OECD Report on Tax Treaty Override -antes citado-, 
donde el mismo se define como: «the enactment of domestic legislation intended by the legisla-
ture to have effects in clear contradiction to international treaty obligations». En esta línea, 
ya en el apartado II, no 7, señala que: «It should be noted that a breach of the treaty occurs 
when the overriding legislation is passed by the legislature and not only when it is applied to 
actual cases». 
(48) Nótese, con todo, que aunque se resuelva la posible doble imposición interna, el problema 
de doble imposición internacional sigue existiendo si el Estado de la residencia actual computa la 
ganancia de capital desde la fecha de adquisición y no admite la corrección computando la plusva-
lía latente, pero tal situación, evidentemente, no puede corregirla la ley española. 
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tax. Ambas soluciones deberían preverse expresamente en la normativa interna, 
coordinándose en el segundo caso con los métodos para reducir la doble imposi-
ción previstos en el CDI aplicable. 
Segunda: idéntico supuesto que el anterior, si bien aquí el Estado de la actual re-
sidencia, de acuerdo con lo establecido en su normativa interna, no grava la ga-
nancia de capital obtenida. En consecuencia, en este caso el gravamen se limita-
ría al devengado en su día sobre la plusvalía latente en el Estado de salida. 
Tercera: supuesto de tributación compartida, en el que ambos Estados (de origen 
y de residencia) ostentan la potestad de gravamen sobre dicha ganancia. La do-
ble imposición internacional se corregiría mediante los mecanismos previstos en 
el CDI y en la normativa interna del Estado de la actual residencia (49). Sin em-
bargo, subsistiría la doble imposición en la parte concurrente con el impuesto de 
salida que, en mi opinión, debería corregirse por parte del Estado de origen a tra-
vés de una norma interna (IRNR), en virtud de la cual se establezca el cómputo 
de la ganancia solo en relación con la obtenida a partir de la fecha de salida. 
Cuarta: idéntica hipótesis, pero en este caso el nuevo Estado de residencia, se-
gún lo dispuesto en su normativa interna, no grava la ganancia de capital gene-
rada. Por tanto, subsiste la doble imposición interna en el Estado de origen en la 
parte concurrente con el impuesto de salida, que debería corregirse en dicho Es-
tado en la forma indicada en el supuesto anterio~'· 
Quinta: supuesto en el que, aunque el CDI permite al Estado de origen gravar la 
ganancia obtenida, dicha ganancia no se grava en virtud de lo dispuesto en su 
normativa interna. En este contexto, siendo dicha plusvalía gravada por el Esta-
do de destino, subsistiría la doble imposición en la parte concurrente con el im-
puesto de salida. Surge entonces el interrogante de si debe ser este último Esta-
do el que corrija la doble imposición a través del CDI y de su normativa interna, 
o bien si en esta normativa debería señalarse que la ganancia se computara ob-
tenida a partir de la fecha de salida del Estado outbound. 
Se evidencia, pues, la existencia de diversas situaciones en las que persiste la posi-
bilidad de doble imposición internacional. La solución en estos casos no es sencilla, da-
do que el CM OCDE y, en particular, el artículo 23 del mismo, parte de la considera-
ción de un Estado de residencia y un Estado de la fuente. Si esta premisa no se cum-
ple, como ocurre en esta hipótesis, donde el Estado de la antigua residencia ya no es ni 
siquiera Estado de la fuente, y el de la fuente se convierte en Estado actual de la resi-
dencia, los esquemas tradicionales devienen inservibles. Una posible solución, como 
ya hemos apuntado (ejemplo: artículo 13.6 del CDI entre EEUU y Alemania), es pre-
ver este tipo de situaciones a través de una cláusula específica en el seno de los conve-
nios bilaterales. 
(49) Obviamente, cabe también la posibilidad de prever este supuesto a nivel convencional, de-
terminando el modo de cómputo de la ganancia. Buen ejemplo de ello es el artículo 13.6 del CDI 
entre EEUU y Alemania, que permite a los Estados someter a gravamen a contribuyentes que fue-
ron residentes en dicho país, adquiriendo con posterioridad la residencia en el otro Estado, en re-
lación con las ganancias de capital obtenidas durante los diez años siguientes a la pérdida de la re-
sidencia, derivadas de la enajenación de una participación sustancial en una entidad residente del 
primer Estado contratante. El gravamen se limita a la parte proporcional de la ganancia generada 
en el período en el que fue residente, debiendo el otro Estado tener en cuenta el valor de los bienes 
en el momento en que dejó de ser residente en el primer Estado (salvo que éste no grave la ganan-
cia anterior). 
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Por último, en lo que concierne a los denominados trailing taxes, conviene precisar 
que, a mi juicio, solo deberían ser admisibles en tres supuestos, a saber: 1) En ausencia 
de CDI entre el Estado de origen y el nuevo Estado de la residencia; 2) Concebidos como 
norma específica anti-abuso en supuestos de cambio de residencia a un paraíso fiscal 0 
territorio de baja tributación con el que no exista CDI aplicable; y, 3) En caso de que 
exista un CDI entre el Estado de origen y el actual Estado de residencia, en base al cual 
el primer Estado detente la potestad de gravamen sobre dicha ganancia. De no concu-
rrir esta última circunstancia, si el Estado de salida pretende -basándose en su norma-
tiva doméstica- someter a tributación dicha plusvalía obtenida por el contribuyente no 
residente, incurrirá en treaty override, salvo que la disposición interna se configure es-
pecíficamente como norma anti-abuso y su compatibilidad con el CDI aplicable se haya 
previsto en el propio tratado de forma expresa. 
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